LÍNEAS ACUERDO PRESIDENCIAL PARA ADSCRIBIR LA GUARDIA NACIONAL A LA SEDENA

· De nueva cuenta el Presidente de la República violaría la Constitución Mexicana en caso de que emita el Acuerdo por el que adscribe la Guardia Nacional a la Secretaría de la Defensa Nacional. 

· Este gobierno parece que quiere pasar a la historia como el principal transgresor de la ley. 

· Como saben que Morena y sus aliados no tienen los votos para aprobar una Reforma Constitucional, se brincan las trancas y lo hacen de forma descarada mediante un acuerdo presidencial, aunque sea ilegal.  

· Hay que recordar lo que expresa el artículo 21 de nuestra Constitución “Las instituciones de seguridad pública, incluyendo la Guardia Nacional, serán de carácter civil, disciplinado y profesional”, y señala además que “La Federación contará con una institución policial de carácter civil denominada Guardia Nacional”.

· Hemos señalado y exigido reiteradamente que el Gobierno Federal debe apegarse a la legalidad. 

· No somos los únicos. La Comisión Nacional de Derechos Humanos ha promovido acciones de inconstitucionalidad, el Municipio Pabellón de Arteaga presentó una Controversia Constitucional por la invasión de atribuciones en materia de seguridad pública, además de amparos en contra de la Ley de la Guardia Nacional y en contra del Acuerdo Militarista. 

· Desafortunadamente, después de dos años no ha habido una resolución en estos temas. 

· Las y los Senadores nos oponemos a este acuerdo y buscaremos la vía judicial para evitar que se militarice el país. 

· Acudiremos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para que garantice la aplicación de la ley. 

· Exigimos y esperamos que las y los ministros de la Corte actúen a la altura de sus responsabilidades. Sin dobleces y sin mayor dilación. 

· No olvidemos que la participación de las fuerzas armadas en tareas de seguridad pública debe cumplir con los estándares internacionales en la materia, es decir, debe ser:

· Extraordinaria, lo que implica que debe ser excepcional, temporal y restringida a lo estrictamente necesario.

· Regulada, es decir, que cuente con una ley que así lo disponga.
· Fiscalizada, esto es, supervisada por órganos civiles competentes, independientes y técnicamente capaces, lo cual tampoco ocurre.

· Subordinada, lo que significa que deben actuar bajo un mando civil, lo cual quedaría absolutamente de lado con este Acuerdo presidencial, y

· Complementaria, lo que implica que las fuerzas armadas participen en seguridad pública solo como apoyo o acompañamiento de las corporaciones policiacas civiles.

· En resumen, el Acuerdo anunciado por la presidencia, violentaría todo el entramado constitucional y los estándares internacionales en materia de participación de fuerzas armadas en tareas de seguridad pública, por lo que lo rechazamos tajantemente.


